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PRÓLOGO A LA TERCERA EDICIÓN

Divulgar la Constitución de 1993 y el Nuevo Código Procesal Constitucional 
en una era de populismo en el Perú no es una tarea académica de cuño 
normativista —positivista—, sino de reflexión institucional, vinculada a los 
valores democrático-constitucionales y a la defensa de los derechos funda-
mentales. Así, esta nueva etapa está caracterizada —a partir del 2016— por 
una crisis no solo de legitimidad democrática, debido a la suplantación de 
la voluntad popular que realiza la mayoría del Congreso de la elección de 
los presidentes de la República del 2016 y 2021, sino, también, del control 
del Tribunal Constitucional, la Defensoría del Pueblo, la Junta Nacional de 
Justicia, de interferencia en el Ministerio Público y acoso legislativo en el 
Poder Judicial; con lo cual se ha iniciado una acelerada degradación de la 
democracia constitucional.

Si bien las crisis constitucionales pueden ser de maduración, también 
pueden ser de decaimiento; este es el caso de la crisis constitucional de 
la transición democrática, que pone en evidencia como los principios de-
mocrático-constitucionales básicos han sido gravemente afectados por las 
viejas y nuevas élites políticas, que desde el Congreso han logrado concentrar 
el poder en el borde y al margen de la Constitución, sin posibilidades de 
control de los excesos del poder. 

De ese modo, la transitoria mayoría parlamentaria, siguiendo los mé-
todos populistas, ignora las reglas constitucionales y democráticas para 
seguir concentrando el poder en torno a su proyecto autoritario, mediante 
las reformas constitucionales y legales que le permiten asegurar su conti-
nuidad en el ejercicio del poder. Lo cual se pone en evidencia no solo con los 
53 artículos reformados para la reincorporación del Senado, sino también, 
con la legislación antiderechos que ha desarrollado a través de la reforma 
del Nuevo Código Procesal Constitucional. 

Con la reforma constitucional de la bicameralidad y la reelección 
congresal, la mayoría parlamentaria usurpó la posición jurídica y política 
suprema del poder constituyente en contra de la voluntad popular expresada 
mayoritariamente en el referéndum popular del 2018; en la cual 13 949 831 
votaron en contra de la incorporación del Senado (90.5 %) y 13 598 123 a 
favor de la no reelección inmediata de los congresistas (85.80 %). 

En adelante, dicha mayoría populista ha incorporado cuatro últimas 
reformas constitucionales sobre asuntos puntuales como: el cambio de 
denominación de las personas con incapacidad por discapacidad (Ley  
N.º 32188); el reconocimiento a los profesionales de la salud de forma 
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específica en la norma relativa a la carrera pública (Ley N.º 32145); la 
incorporación de los afroperuanos junto a las comunidades campesinas y 
nativas a efectos del respeto a su identidad cultural (Ley N.º 32189); y la 
autorización del Congreso para dictar los nuevos reglamentos de las Cámaras 
de Diputados, Senado y del Congreso (Ley N.º 32135). 

Estas últimas reformas constitucionales expresan la banalidad de la 
institución de la reforma constitucional, porque trasunta la desconstitu-
cionalización de las materias urgentes y necesarias pendientes de regula-
ción constitucional, como, el derecho universal a la salud y a la educación 
públicas de calidad, o, la protección de los grupos vulnerables frente al 
libre mercado ante bienes esenciales. Asimismo, la mayoría parlamen-
taria sigue debilitando los mecanismos de lucha contra la arbitrariedad y 
la corrupción, al desvincular al Perú parcialmente de la Convención sobre 
la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de la 
humanidad, aprobar la intervención gubernamental en la organizaciones 
no gubernamentales, derogar el derecho a una educación universitaria de 
calidad y, el protocolo del aborto terapéutico en caso de niñas violadas, 
así como, llevar a cabo investigaciones parlamentarias, interpelaciones, 
censuras ministeriales, juicios políticos y vacancias presidenciales, sin 
respeto a las garantías sustantivas y procesales, entre otros. 

Como decía Lord Acton “el poder corrompe, pero el poder absoluto 
corrompe absolutamente”. En esta medida, como consecuencia del poder 
parlamentario absoluto basado en el juicio errático de considerarse “el primer 
poder del Estado”; la búsqueda de la impunidad de sus actos arbitrarios, se 
ha traducido en la reforma legal al Nuevo Código Procesal Constitucional, 
mediante la Ley N.º 32153. Debido a que el Poder Judicial, a defecto del 
Tribunal Constitucional, se ha constituido en no pocos casos en la barrera 
de defensa de la Constitución, frente a los actos parlamentarios arbitrarios 
en contra de derechos fundamentales de la ex Fiscal de la Nación —Zoraida 
Ávalos—, los altos funcionarios de la Junta Nacional de Justicia —Inés Tello 
y Aldo Vásquez— y del Jurado Nacional de Elecciones —Jorge Salas— en 
protección del ejercicio independiente de sus atribuciones constitucionales. 

Pero, la mayoría parlamentaria también ha extendido el manto de 
impunidad frente al control difuso de constitucionalidad que ha realizado 
el Poder Judicial frente a normas legales inconstitucionales, como en el 
caso de la legislación que desconoce el mandato constitucional de la ca-
lidad educativa para el funcionamiento de las universidades, en favor de 
los intereses privados que anidan en el Congreso. En ese sentido, el Tribu-
nal Constitucional en mayoría validó dichas violaciones constitucionales 
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bajo la obsoleta doctrina norteamericana de las political questions (Exp.  
N.º 00003-2022-PCC/TC); al establecer que los “actos políticos puros” del 
Congreso no son materia de control constitucional, como sí lo es frente a 
cualquier otra autoridad o persona, cuando violan un derecho fundamental, 
no solo el debido proceso.

En ese sentido, de un lado, el Congreso que eligió a dicha mayoría del 
Tribunal Constitucional ha reformado el Nuevo Código Procesal Constitu-
cional, mediante la Ley N.º 32153, para crear reglas privilegiadas para sí, en 
materia de los procesos constitucionales en contra de actos parlamentarios 
—políticos y normativos— del Congreso. Así, esta reforma legal en materia 
de amparo restringue la capacidad de representación de la víctima al dispo-
ner que la demanda la debe interponer el titular del derecho directamente 
afectado, que no procede la medida cautelar, tampoco procede la actuación 
inmediata de sentencia estimatoria, ni puede prescindirse de la audiencia 
única, además de que cabe el rechazo liminar cuando se cuestione el proceso 
legislativo. En materia del proceso competencial la reforma legal redujo de 
cinco a cuatro votos para obtener una sentencia, cuando se encontraba en 
trámite de resolución el Exp. N.º 00003-2022-PCC/TC.

De otro lado, en materia de derechos humanos, la Ley N.º 32153 
introduce dos modificaciones fundamentales al artículo VIII del Título 
Preliminar. La primera sustituye el término “decisiones” por “sentencias” 
de tribunales internacionales, restringiendo su alcance específicamente 
a “los procesos donde el Perú es parte”; negando el carácter vinculante 
de las opiniones consultivas y la jurisprudencia desarrollada en procesos 
contra otros Estados de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
así como, los dictámenes que emiten los comités de las Naciones Unidas, 
que han tutelado, por ejemplo, los derechos de niñas peruanas violadas, 
como el “Caso Camila” por el Comité de los Derechos del Niño, el “Caso LC” 
del Comité para la Eliminación de Toda Forma de Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW), o, el “Caso Karen Llantoy” del Comité de Derechos Humanos 
del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.

Finalmente, se ha incorporado un nuevo supuesto ante la incompa-
tibilidad en las interpretaciones de un derecho humano a nivel nacional e 
internacional; así, anteriormente, solo se consideraba el conflicto entre normas 
convencionales y constitucionales, ahora se añade la posible contradicción 
entre decisiones de tribunales internacionales y del Tribunal Constitucional. 
En este supuesto, se debe preferir la norma o decisión que más favorezca 
a la persona y sus derechos humanos, esta modificación justificaría el no 
cumplimiento de sentencias internacionales si el Tribunal Constitucional 
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argumenta que una decisión resulta más favorable para la protección de los 
derechos de una persona, como fue el caso de la sentencia constitucional 
en mayoría en favor del indulto a Fujimori, pese a las sentencias de los ca-
sos “Barrios Altos” y “La Cantuta” de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que determinó la responsabilidad del Estado peruano por dichos 
crímenes de lesa humanidad.

Por último, en tanto el Poder Judicial y el Ministerio Público constituyen 
la primera barrera de protección de los derechos fundamentales y el control 
de los excesos de los poderes, cuenta el primero con el control difuso de 
las leyes; así, en caso de incompatibilidad entre una norma constitucional 
y una norma legal del Nuevo Código Procesal Constitucional, los jueces 
prefieren la primera, según habilita el artículo 138 in fine de la Constitución.

Lima, 9 de julio de 2025


